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1. INTRODUCCIÓN

El lavado de dinero es el medio para el ingreso a la economía formal de activos provenientes de delitos complejos como narcotráfico, tráfico de armas, corrupción, etc. al  permitir a los beneficiarios de esos delitos transformar el dinero “sucio” en “dinero limpio” y de esa forma disponer de los réditos que les proporciona la actividad ilícita.  Por lo dicho el control del lavado de dinero es una cuestión estratégica en la lucha contra el delito organizado, haciendo más difíciles y menos atractivas dichas actividades. 

En este sentido, Julio Sevares (2003:50) dice que “El lavado dinero es un eslabón fundamental de la cadena del delito global, porque si el dinero sucio no pudiera utilizarse legalmente, la rentabilidad del delito disminuiría”.

Estados Unidos fue el primer país en criminalizar el lavado de dinero al sancionar en 1986 la "Ley de Control al Lavado de Dinero" (Money Laundering Control Act). Los esfuerzos para doblegar el delito se iniciaron con la Ley de Secreto Bancario (Bank Secrecy Act) promulgada en 1970 e implementada en 1972 por la cual se obligaba a las instituciones financieras a reportar transacciones en efectivo. 

En el año 1989 en París el grupo de los 7 crea el GAFI (Grupo de Acción Financiera Internacional) que establece un conjunto de 40 recomendaciones a seguir para el control del lavado de dinero por aquellos países que adhieran al organismo. A raíz del atentado del World Trade Center se dictan 9 recomendaciones adicionales sobre financiación del terrorismo.

Al incorporarse nuestro país al GAFI se dicta la Ley 25.246 que reprime el encubrimiento de activos de origen delictivo y establece un nuevo régimen penal para dichas conductas, crea nuevas obligaciones para los intermediarios financieros susceptibles de ser utilizados en maniobras de lavado y para ciertas actividades profesionales; crea asimismo la Unidad de Investigaciones Financieras (UIF).

En octubre de 2004, se presenta en la Cámara de Diputados, junto con la ratificación de dos convenciones internacionales de lucha contra el terrorismo, una reforma a la ley 25.246 procurando un mayor control sobre las operaciones de lavado.

En el siguiente punto se examinará la legislación local, analizando sus alcances y el funcionamiento de los organismos de control.

2. MARCO NORMATIVO

Se reseñan a continuación las normas de carácter legal y administrativo vigentes en la República Argentina. 

 Ley Nº 24.450

En el mes de septiembre de 1990 el Poder Ejecutivo Nacional dictó el Decreto Nº 1.849/90, por medio del cuál crea la “Comisión Mixta de Control de las Operatorias relacionadas con el Lavado del Dinero del Narcotráfico”. Luego, la Ley 24.450 sancionada el 2 de febrero de 1995, convalida el mencionado decreto e incorpora una modificación sobre la integración de dicha Comisión. En la actualidad está integrada por varios organismos de la Administración Pública con competencia en la materia.

Su objeto esta definido según la normativa de la siguiente forma: Su misión es estudiar los distintos métodos que se emplean para llevar a cabo las operaciones de lavado de dinero y proponer a las autoridades competentes los cursos de acción a adoptar para detectar, impedir y sancionar tales maniobras.

Normas del Banco Central de la República Argentina

El B.C.R.A., con el objeto de controlar posibles operaciones relacionadas con el lavado de dinero, estableció, desde el año 1995, una serie de normas específicas para atender dicho problema. Mediante el conjunto de comunicaciones vigentes emitidas en esta materia el B.C.R.A. prohíbe a los bancos abonar por ventanilla cheques o letras de cambio superiores a $ 50.000.- o su equivalente en dólares estadounidenses, establece controles para las operaciones con destino o provenientes de las islas Seychelles, incorpora medidas de prevención de lavado de dinero en las Normas Mínimas sobre Controles Internos y en las Normas Mínimas sobre Auditorias Externas y constituye el texto ordenado de las normas sobre prevención del lavado de dinero y otras actividades ilícitas. En esta última establece, para las Entidades Financieras, como conceptos centrales:
· La adopción de recaudos mínimos en la apertura y mantenimiento de cuentas y determina que debe basarse en el conocimiento de la clientela, prestando especial atención a su funcionamiento, con el propósito de evitar que puedan ser utilizadas en relación con el desarrollo de actividades ilícitas.

· La elaboración de programas contra el lavado de dinero, que incluyan como mínimo el diseño de políticas, procedimientos y controles internos, así como planes permanentes de capacitación del personal y una función de auditoria para probar el sistema, adecuados a la envergadura de las entidades alcanzadas y al volumen de su operatoria.

· La designación de un funcionario del máximo nivel como responsable antilavado y encargado de centralizar todas las informaciones que el Banco Central de la República Argentina requiera por sí o a pedido de autoridades competentes.

· El mantenimiento de una base de datos con la información correspondiente a las personas que realicen operaciones -consideradas individualmente- por importes iguales o superiores a $ 10.000 (o su equivalente en otras monedas), por diferentes conceptos enumerados en la norma.

· El deber de informar transacciones sospechosas entendiéndose como tal a aquella que resulte sospechosa, inusual, sin justificación económica o jurídica, o de innecesaria complejidad, ya sea realizada en forma aislada o reiterada -incluyendo las que se canalicen a través de los corredores de cambio-. Incluye asimismo una guía de transacciones tendiente a identificar las denominadas internacionalmente "operaciones sospechosas".

· Definir como entidades alcanzadas a: Entidades financieras, Casas, agencias y oficinas de cambio y Asociaciones mutuales. 

Normas de la Comisión Nacional de Valores

La Comisión Nacional de Valores acompañó las iniciativas implementadas por el B.C.R.A. y el 4 de junio de 1998 estableció la Resolución Nº 310/98 la cual fija las siguientes pautas:

· La apertura o mantenimiento de cuentas de comitentes o cuotapartistas por parte de los agentes intermediarios de títulos valores, intermediarios inscriptos en los mercados de futuros y opciones, bolsas de comercio sin mercado de valores adherido, sociedades depositarias de fondos comunes de inversión, debe basarse en el conocimiento de cada cliente, prestando especial atención al funcionamiento de la cuenta que los intermediarios y las sociedades depositarias deben abrir a nombre de sus comitentes y de sus cuotapartistas, respectivamente. Considerar - entre otros aspectos - que tanto la cantidad de cuentas en las que una misma persona figure como titular, co-titular o apoderado, así como el movimiento que ellas registren, guarden razonable relación con el desarrollo de las actividades declaradas por los respectivos comitentes o cuotapartistas, según sea el caso. Corresponde informar toda transacción, así como todo comportamiento complejo, o por montos de envergadura inusual, que pudieren no tener un fin económico o propósito legal manifiesto.

· Deben mantener una base de datos con los antecedentes de los titulares, co-titulares y apoderados, de las cuentas abiertas en moneda nacional o extranjera, en las que se realicen operaciones - consideradas individualmente - que impliquen por cada día ingresos de efectivo por importes superiores a $10.000.-, o su respectivo equivalente en otras monedas. La información debe ser almacenada en la base de datos por trimestre calendario. 

Ley Nro. 25.246. Régimen penal para el delito de lavado de dinero

La Ley Nro. 25.246 fue sancionada por el Congreso de la Nación el 13 de abril de 2000 y promulgada por el Poder Ejecutivo Nacional el 5 de mayo del mismo año por medio del Decreto 370/00. La misma establece como aspectos centrales:

· Tipificación del delito

Tipifica el delito de lavado de dinero como una especie del género de encubrimiento e impone penas de dos a diez años de prisión y multa de dos a diez veces del monto de la operación el que convirtiere, transfiriere, administrare, vendiere, gravare o aplicare de cualquier otro modo, dinero u otra clase de bienes provenientes de un delito en el que no hubiera participado, con la consecuencia posible de que los bienes originarios o los subrogantes adquieran la apariencia de un origen lícito y siempre que su valor supere la suma de $ 50.000, sea en un sólo acto o por la reiteración de hechos diversos vinculados entre sí.

· Deber de informar “Operaciones Sospechosas”

Establece el deber de informar “Operaciones Sospechosas” por parte de ciertos agentes financieros y actividades profesionales. Asimismo plantea una definición para ese tipo de operaciones entendiéndose como tal a “aquellas transacciones que de acuerdo con los usos y costumbres de la actividad que se trate, como así también de la experiencia e idoneidad de las personas obligadas a informar, resulten inusuales, sin justificación económica o jurídica o de complejidad inusitada o injustificada, sean realizadas en forma aislada o reiterada”.

También define la necesidad de establecer a través de pautas objetivas, las modalidades, oportunidades y límites del cumplimiento de esta obligación para cada categoría de obligado y tipo de actividad y fija que el cumplimiento de buena fe, de la obligación de informar, no generará responsabilidad civil, comercial, laboral, penal, administrativa, ni de ninguna otra especie. 

· Sujetos obligados a informar

El artículo 20 establece las actividades en cabeza de quien estará la mencionada obligación de informar. Cabe destacar que el numeral 17 de dicho artículo menciona a los “profesionales matriculados cuyas actividades estén reguladas por los Consejos Profesionales de Ciencias Económicas, excepto cuando actúen en defensa en juicio”.

Asimismo establece dicha obligación a diferentes intermediarios de los mercados financieros tales como instituciones financieras bancarias y cambiarias, agentes bursátiles y extrabursátiles, mercado asegurador, etc..

· Unidad de Información Financiera

Crea una Unidad de Información Financiera con autarquía funcional y en jurisdicción del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación. Dicha Unidad será la encargada del análisis, el tratamiento y la transmisión de información a los efectos de prevenir e impedir el lavado de activos.

Su función principal será la de disponer y dirigir el análisis de los actos, actividades y operaciones que según lo dispuesto en esta ley puedan configurar legitimación de activos provenientes de los ilícitos previstos y, en su caso, poner los elementos de convicción obtenidos a disposición del Ministerio Público, para el ejercicio de las acciones pertinentes.

Dentro de sus facultades se puede  destacar la de emitir directivas e instrucciones que deberán cumplir e implementar los sujetos obligados por esta ley, previa consulta con los organismos específicos de control.

· Sanciones administrativas

La falta de cumplimiento de las obligaciones de información ante la Unidad de Información Financiera será sancionada con pena de multa de 1 a 10 veces del valor de los bienes u operación a los que se refiera la infracción, siempre y cuando el hecho no constituya un delito más grave. Cuando no se pueda establecer el valor real de los bienes, la multa será de $ 10.000.- a $ 100.000.-. 

3. LIMITACIONES DEL REGIMEN DE CONTROL

Como se pudo apreciar en el punto anterior se encuentran en vigencia distintas normativas que abarcan un amplio abanico de opciones de control. Sin embargo, en muchos casos lo que falla no es la normativa, sino su implementación, o los recursos que se destinan para garantizar su cumplimiento. En este apartado se indican algunas limitaciones en este régimen de control.

En nuestro país desde hace algún tiempo se vienen encarando diferentes políticas para combatir el lavado de dinero, en distintos ámbitos de actividades, algunas a conciencia y otras por presiones internacionales. En esta línea se encuentra el avance del Congreso en el levantamiento del secreto bancario y bursátil a partir del llamado de atención del GAFI (Grupo de Acción Financiera Internacional) porque no se adoptaban íntegramente todas sus recomendaciones.

El Dr. Juan Félix Marteu en una entrevista realizada el 14 de diciembre de 2005, nos indicaba que el GAFI estableció 40 recomendaciones que deben cumplir los países que se incorporan. En el 2001 a raíz del atentado del World Trade Center dictó 9 recomendaciones adicionales sobre financiación del terrorismo. Actualmente el GAFI tiene dos líneas de acción: lavado de dinero y financiación del terrorismo. En el 2001, cuando nuestro país se incorporó al GAFI se dictó la Ley Anti Lavado, creando al mismo tiempo la Unidad de Información Financiera (UIF) a cargo de 11 miembros.

A partir de exigencias de estos Organismos Internacionales y luego de varios años de discusión, el Congreso de la Nación sancionó la Ley Nº 25.246 sobre Modificación del Código Penal “Capítulo XIII: Encubrimiento y Lavado de Activos de origen delictivo”. Dicha ley establece un nuevo régimen penal para las conductas comúnmente conocidas como encubrimiento y “lavado de dinero”, crea nuevas obligaciones para los intermediarios financieros susceptibles de ser utilizados en maniobras delictivas y para ciertas actividades profesionales y establece un nuevo organismo de fiscalización en la materia.

La UIF funciona con autarquía funcional, es decir es autónoma en sus decisiones, y reporta anualmente sobre sus actividades al Congreso de la Nación, pero está bajo jurisdicción del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos. Es la encargada del análisis, el tratamiento y la transmisión de información a los efectos de prevenir e impedir el lavado de activos provenientes de ilícitos. A nivel internacional las Unidades de Información Financiera son las encargadas de recibir los reportes de operaciones sospechosas, analizarlos, procesarlos y trasladarlos al organismo que indique su propia legislación. Al momento de creación de la UIF por decreto del presidente De la Rua, se cubrieron cinco cargos, tres por representantes del Banco Central (presidente actual), de la Comisión de Valores y del SEDRONAR y, dos seleccionados por concurso. Cabe aclarar que la aplicación de la ley resulta por demás complicado al no tener un presupuesto asignado a tal efecto. Esto hace, entre otras cosas, que al día de hoy la UIF no haya completado la cantidad de miembros que la ley dispone. 

Asimismo la ley establece que ciertas entidades y agentes de la actividad económica deben informar a la UIF, cualquier hecho u “operación sospechosa”, independientemente del monto de la misma. Entre los sujetos obligados a informar se incluyen “los profesionales matriculados cuyas actividades estén reguladas por los Consejos Profesionales en Ciencias Económicas”. Es preciso destacar al respecto que las reglamentaciones relacionadas con quienes deben informar no surgieron del diálogo y generaron resistencia y dificultades en los obligados. Dicha obligación de informar colisiona claramente con las normas establecidas en el Código Penal y en el Código de Ética en cuanto al alcance de las disposiciones inherentes al secreto profesional, lo cual se plantea como una de las mayores dificultades a resolver que enfrenta el sujeto obligado. Con el fin de exponer criterios unificados de aplicación de las normas vigentes antes expresadas, en el Anexo desarrollado en el punto 6 se dan una serie de recomendaciones y cursos de acción a adoptar que fueron elaborados por el Comité Técnico del Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Capital Federal.

Por otra parte la ley determina que la UIF “establecerá a través de pautas objetivas, las modalidades, oportunidades y límites del cumplimiento” de la obligación de informar para “cada categoría de obligado y tipo de actividad”. Sin embargo, esto al comienzo de la implementación de la ley no se tenía demasiado en cuenta y los controles eran efectuados sólo para cumplir con los requisitos mínimos. Pero a partir de la toma de conciencia de la gravedad de estar vinculado a un caso de lavado de dinero se comenzó a trabajar más fuertemente y, por ello, la normativa se ha ido ajustando con el tiempo. Actualmente se profundizan las disposiciones que las entidades afectadas deben cumplir bajo la premisa internacional de “conozca a su cliente”. En tal sentido, la normativa aplicada por la UIF a los sujetos obligados a informar operaciones sospechosas exige una serie de datos que se deben recabar de los clientes, requisitos documentales y mantenimiento de una base de datos durante 5 años, siendo muy estricta su aplicación. El cumplimiento implica mucho esfuerzo y recursos para aquellos que son alcanzados por dicha ley. Por otro lado, las sanciones son muy severas para aquellos que la trasgreden. 

Cabe destacar que la ley define como “operaciones sospechosas” a aquellas transacciones que de acuerdo con los usos y costumbres de la actividad que se trate, así como también de la experiencia e idoneidad de las personas obligadas a informar, resulten inusuales, sin justificación económica o jurídica o de complejidad inusitada o injustificada, sean realizadas en forma aislada o reiterada. Sin embargo, y a pesar de los años transcurridos con esta ley y de sus diversas reglamentaciones, todavía queda un largo camino por recorrer. Es importante destacar que el único sector en el que se han realizado avances en la materia es el sistema financiero dado que el Banco Central trabaja en este sentido incluso desde antes de esta ley. En los restantes mercados, la escasa cultura en materia de prevención de lavado de dinero, enciende al menos una señal de alerta.

Respecto de la aplicabilidad de la ley es preciso destacar que la misma le otorga a la UIF muchas facultades que no se pueden poner en práctica pues están vacías de contenido. Por ejemplo la ley permite a la UIF pedir información a todo organismo público, nacional, provincial, municipal, a toda persona física o jurídica, pública o privada, bajo apercibimiento de ley. Pero en los hechos cuando la información es patrimonial, económica y financiera, se tiene que recurrir a un juez competente para obtenerla. Sin embargo la ley no dice quien es el juez competente, ni en que plazo se tiene que definir, lo que implica un vacío legal que dificulta la operatoria.

Por otra parte, si bien la ley de lavado de dinero en nuestro país es moderna, ha sido estructurada en base a las US Patriot, por lo que dicha ley no encuadra totalmente en el sistema de juzgamiento que tiene Argentina, ya que mientras en Estados Unidos se manejan por el derecho anglosajón, nosotros nos manejamos con el derecho continental, que es un procedimiento prácticamente inquisitivo, donde hay muy pocas posibilidades de demostrar determinadas cuestiones. Esto se demuestra en el hecho que luego de los años de vigencia de la ley aún no hay sentencias, pues si bien ha habido procesos, muchos han terminado con sobreseimientos por falta de méritos o sobreseimientos definitivos. Es un error querer aplicar en nuestro país la legislación norteamericana en la materia teniendo en cuenta el alto grado de informalidad que posee nuestra economía frente a la de los Estados Unidos.

Otro de los puntos que podemos destacar se observa en las diferencias establecidas con el modo de investigar el lavado de dinero en contraposición al método empleado en otros delitos. En tal sentido, se puede decir que si se debe perseguir un asesinato, el muerto constituye el cuerpo del delito. Si se debe perseguir un robo, existe un damnificado. Sin embargo si hay que perseguir el lavado de dinero, se sigue una operación lícita a la cual se debe demostrar que los fondos invertidos son de origen ilícito. Por ello las técnicas de investigación deben ser diferentes como así también los tiempos para colectar las pruebas. No es posible basarse sólo en el reporte de operaciones sospechosas. En Estados Unidos casi ninguna investigación de lavado de dinero se inicia con un reporte de actividades sospechosas; en más del 90 % de los casos comienza por un informante.

Otra dificultad identificada que tiene más relación con el contexto económico que con la ley se da debido al importante volumen de economía en negro. Esto hace que resulte difícil probar el origen de los fondos, aunque eso no implica necesariamente la presencia de una operación de lavado de dinero. Una economía con altos porcentajes de manejo de efectivo y gran informalidad hacen que en muchas ocasiones una operación denunciada por sospechosa termine en un simple caso de evasión impositiva.

Finalmente, y tomando como referencia los comentarios de la Dra. Alicia López, titular de la UIF de nuestro país, indicamos que a diferencia de la nuestra, la UIF española tiene un cuerpo de policía que depende de ellos, tiene fiscales especiales que reciben sus reportes y tienen jueces especiales que le han permitido obtener buenos resultados en su gestión. La Dra. López opina que Argentina debería observar los casos de UIFs exitosas en el mundo, definir el tipo de UIF que se quiere en nuestro país y avanzar legislativamente hacia ese punto para resolver las dificultades operativas. Dado que si nuestra UIF tiene la facultad de aplicar sanciones, pero no tiene poder de policía, no tiene potestad para hacer inteligencia y no tiene facultades para investigar de oficio, entonces ¿como hace para aplicar esas sanciones?. Por esta razón se debería analizar punto por punto nuestra ley para ver si es posible su real cumplimiento y, en caso de obtener una respuesta negativa, preguntarse cuales son los aspectos que deberían mejorarse para que dicha ley sea aplicable en la práctica.

4. CONCLUSIONES

· La aplicación de la ley sin un presupuesto asignado a tal efecto hace que al día de hoy la UIF, que es la encargada del análisis, el tratamiento y la transmisión de información a los efectos de prevenir e impedir el lavado de activos provenientes de ilícitos, no cuente con la cantidad de miembros dispuesta por Ley. Asimismo la UIF tiene muchas facultades que no se pueden poner en práctica porque existen vacíos legales que impiden conocer los ejecutores reales de la ley.

· La obligación de informar se contrapone con las normas establecidas en el Código Penal y en el Código de Ética en cuanto al alcance de las disposiciones inherentes al secreto profesional. También es importante que se aplique correctamente el concepto que plantea la ley acerca de la exención de responsabilidad del denunciante si la denuncia es de buena fe.

· Es prioritario un correcto diagnóstico del cuadro delictual en nuestro país para controlar eficientemente el delito de lavado de dinero, sabiendo que en materia de control la tendencia a nivel internacional es ir abarcando cada vez más la mayor cantidad de delitos precedentes. Las actividades de mayor riesgo o sectores más utilizados para el delito de lavado de dinero se encuentra en el área de servicios, en particular en el sistema financiero y el cambiario que funcionan como canalizadores. 

· Todavía en muchos ámbitos de actividades existe una escasa cultura en materia de prevención de lavado de dinero, lo que hace preciso atender estas áreas urgentemente. En Argentina todavía están pendientes las reglamentaciones para algunos sectores tales como los registros públicos, las ONG, como fundaciones y asociaciones, los partidos políticos y asociaciones religiosas, entre otras. Una actividad que preocupa es el tema inmobiliario, pues en la ley de lavado los agentes inmobiliarios no están incluidos.

· La ley de lavado de dinero en Argentina no encuadra totalmente en el sistema de juzgamiento que tiene nuestro país porque ha sido estructurada en base a las US Patriot. Sin embrago no se ha tomado en cuenta que en más del 90 % de las investigaciones de lavado de dinero en EE.UU. se iniciaron por la denuncia de un informante, y no por un reporte de actividades sospechosas.

· En nuestro país se debería definir el tipo de UIF que deseamos y resolver las dificultades operativas por medio de la legislación, pues la UIF actual no tiene poder de policía, no tiene potestad para hacer inteligencia y no tiene facultades para investigar de oficio, lo que dificulta la aplicación de las sanciones.

· Un eje fundamental en materia de prevención del delito de lavado de dinero lo ocupa la capacitación, ya que muchos sujetos obligados aún permanecen ajenos a la problemática por falta de conocimientos. Sin embargo además de la capacitación también es necesario disponer de buenos sistemas informáticos para poder cruzar la información. En síntesis, los aspectos claves para que el sistema actual funcione adecuadamente se resumen en tres temas: difusión de la ley, concientización sobre la problemática y capacitación.
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6. ANEXO: RECOMENDACIONES Y CURSOS DE ACCIÓN A ADOPTAR

En el Informe Técnico del Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Capital Federal Resolución CPCECF Nº M.D. 36/99 se destaca que es fundamental conocer las políticas y procedimientos destinados a lograr una correcta identificación de los clientes. En base a ello no deberán iniciarse o mantenerse relaciones profesionales con entes o personas sospechadas de estar involucradas en actividades relacionadas con este delito.

Dichas políticas deberán concretarse con la aplicación de las medidas que, a título de recomendación, se mencionan a continuación:

- Identificación del cliente

El conjunto de medidas que, a nivel internacional, se las da en llamar Política de “Conozca a su Cliente”, deben estar basadas en los siguientes pilares:

· La identificación real y completa del cliente.

· Existencia de una relación coherente entre: la actividad económica declarada por el cliente y los movimientos de fondos realizados, como así también sus inversiones.

Asimismo deberán ser complementadas con la adopción de los siguientes recaudos:

· Identificar a los clientes, sean ocasionales o habituales, al establecer relaciones profesionales. El profesional deberá obtener un conocimiento amplio del rubro y los antecedentes, incluidos los financieros, de su cliente. El cliente potencial deberá proporcionar pruebas de identidad.

· Existe una amplia gama de documentos que pueden presentar los clientes potenciales como prueba de su identidad. Le compete a cada profesional o estudio de profesionales decidir si dichos documentos son apropiados en vista de otros procedimientos que puedan ser llevados a cabo.

· Debe también archivarse  una copia del/de los documento/s en los que se basó la identificación.  Cuando no sea posible, deben registrarse los datos pertinentes en el archivo del cliente potencial.
· Se deberán tomar todos los recaudos para lograr una correcto conocimiento del cliente entre los que se pueden mencionar: requerir y comprobar constancias de domicilio, obtener referencias bancarias y profesionales, obtener información de sus clientes y proveedores, sobre las fuentes de financiamiento y capital y en el caso de sociedades los antecedentes de sus directores, consultando empresas de informes comerciales y verificando si tiene antecedentes penales.
· Adoptar medidas para verificar la estructura y existencia de los clientes que operen por intermedio de una persona jurídica, informándose en el Registro Público correspondiente sobre su correcta registración, verificando todos los datos como por ejemplo nombre, forma legal, directores y sus antecedentes, etc.. Examinar los estados financieros de la empresa para determinar si su situación financiera es consecuente con la de empresas similares.

· En caso de considerarse necesario, concluir sobre la justificación económica y financiera de la actividad del cliente solicitando documentación que acredite su situación tales como las últimas declaraciones juradas impositivas, en el caso de personas físicas, o los últimos balances, en el caso de personas jurídicas.
· Tomar recaudos para corroborar la condición de apoderados de las personas que actúan en representación de otras.

· Para el caso de un reemplazo de un profesional actuante se deberá mantener contacto con el mismo. Esto puede ayudar a obtener más información tanto de la identidad como integridad del cliente.

· En el caso de la presentación de un nuevo cliente por algún otro profesional de confianza, el profesional o la Firma de profesionales puede adoptar la postura de no solicitar ninguna otra verificación de identidad en tanto quien realice la presentación confirme por escrito la identidad del cliente potencial. En el caso de no satisfacer se deberán realizar procedimientos adicionales.

· Deberá prestarse especial atención a los casos de clientes no residentes en la Argentina.

· Se deberá intentar evitar las solicitudes de asistencia profesional a distancia mientras no se pueda realizar un contacto directo y permanente con el cliente y cuando no se pueda realizar un correcto conocimiento del mismo.

· Para las personas jurídicas constituidas en el extranjero se deberá solicitar la validez legal a los organismos competentes del exterior.

· Cuando se presten servicios a nombre de un menor u otro tercero, por ejemplo, en calidad de fideicomisario o representante, deben identificarse todas las partes principales (fideicomisarios, el fideicomitente y los beneficiarios), fuente de origen de los fondos, naturaleza de la operación, intermediarios que participan de las transacciones.

· En el caso de brindar servicios a clientes ocasionales o clientes no regulares se deberá tener un  cuidado y atención especiales. Cuando se realizan operaciones que impliquen grandes cantidades de efectivo o bancos en el exterior o cuentas de inversión, debe solicitarse al cliente que presente pruebas directas de identidad provenientes de las fuentes estipuladas precedentemente y, en el caso de un ciudadano extranjero, debe verificarse la nacionalidad. 

- Mantenimiento y disponibilidad de registros

· Elaborar y mantener registros con la identidad de los clientes, sean ocasionales o habituales, al establecer relaciones profesionales.

· Mantener y actualizar durante la vigencia de la relación profesional los registros sobre identificación de los clientes. Asimismo los registros deberán ser conservados al menos durante cinco años posteriores al momento de finalizar dicha relación.

· No poner en conocimiento de persona alguna, salvo un tribunal, autoridad competente u otra persona autorizada por las disposiciones legales, el hecho de que una información ha sido solicitada o proporcionada al tribunal o autoridad competente.

· Para cada operación realizada por cuenta y orden de un cliente se deberá guardar el registro de nombre y domicilio de su cliente, nombre y domicilio (o código de identificación) de su contraparte, características de la inversión negociada (precio, magnitud, etc.), tipo de operación (compra, venta, etc.), forma de instrucción o autorización, origen de los fondos abonados por el cliente (inclusive, en el caso de cheques, código de clasificación, número de cuenta y nombre) y cualquier otro dato relevante sobre la transacción en la que el profesional haya participado.

- Designación de funcionarios responsables.

Los estudios que brinden servicios profesionales deberán designar un funcionario responsable anti - lavado, especialmente aquellos que brinden servicios de auditorias externas, asesoramiento impositivo, actividades de tercerización y consultorías.

- Programas de Capacitación

Es necesario que los profesionales estén capacitados en la materia. Al menos deberán tener conocimientos básicos sobre etapas, métodos y técnicas utilizadas para lavar dinero, normas de prevención y control internacionalmente aceptadas, aspectos jurídicos, consecuencias, normas legales y administrativas vigentes, detección y análisis de operaciones sospechosas.

Asimismo los estudios de profesionales deberán establecer programas constantes de formación adaptando el contenido para los diversos sectores del personal según sus propias necesidades.  

Deberán prestar especial atención al personal profesional nuevo y a aquellos que cumplan tareas más sensibles como pueden ser las de auditoria, asesoría en inversiones y asesoramiento impositivo.

También se deberán prever cursos de actualización en intervalos regulares para asegurarse de que el personal esté actualizado sobre sus responsabilidades.

- Identificación, registro, análisis e informe de “Operaciones Sospechosas”

La identificación de operaciones sospechosas es, quizás, el elemento central de una política global de prevención y control del lavado de dinero dado que sirve como mecanismo de protección a las actividades financieras, comerciales y profesionales que puedan verse afectadas o involucradas en operaciones delictivas.

Se ha mencionado en el Punto III la definición establecida en la Ley 25.246 para este tipo de operaciones y la obligación de informar por parte de los profesionales en Ciencias Económicas. Existen, a su vez, diferentes definiciones que adoptan algunos organismos nacionales e internacionales para establecer este tipo de operaciones. 

En la definición establecida por la ley identificación de las operaciones sospechosas debe efectuarse en base a la experiencia e idoneidad de las personas obligadas a informar.

En base a lo antedicho es primordial que los profesionales posean un correcto conocimiento de este tipo de operaciones y tengan presente no sólo la definición que se adopte, sino también el conocimiento de todas las operaciones a tener en cuenta y que - a modo de ejemplo - se detallan más adelante. 

Las situaciones expuestas a continuación constituyen señales de alerta para identificar potenciales operaciones de lavado de dinero.  

- Utilización de fideicomisos o empresas ficticias

· La formación de empresas o fideicomisos sin aparente objeto comercial o de otra índole.

· El uso de asesores financieros, legales o de otra naturaleza para hacer figurar sus nombres como directores o fideicomisarios, con poca o ninguna participación en el negocio.

· Demoras excesivas en la presentación de los registros contables de la empresa o el fideicomiso.

- Utilización de servicios relacionados con inversiones

· Compra de títulos que conservará el asesor financiero en nombre del cliente, cuando ello no parezca apropiado dada la situación aparente del cliente.

· Utilización del asesor como intermediario financiero, cuando ello no parezca apropiado.

· Pedidos por parte de los clientes de servicios de administración de inversiones (ya sea moneda extranjera o títulos) donde la fuente de los fondos no sea clara o no coincida con la situación aparente del cliente.

· Pagos de títulos por grandes montos o inusuales en efectivo.

· Compra y venta de títulos sin un objetivo lógico o en circunstancias que parezcan inusuales.

· Contratación de pólizas de seguros de vida de una sola prima, con la posterior cancelación anticipada y rescate.

- Actividad internacional off-shore

· Solicitud de gestiones de negocios en países internacionalmente conocidos como centros off – shore sin un objetivo razonable (establecimiento de sociedades, apertura de cuentas, contratación de diferentes servicios financieros).

· Presentación de sociedades off-shore como potenciales clientes.

· Formación de subsidiarias o sucursales en dichos países, cuando no aparenten ser necesarias para la actividad.  La manipulación de precios de transferencia con dichas sucursales o subsidiarias.

· Viajes al exterior numerosos e innecesarios

- Operaciones dentro de una empresa u otra actividad comercial

· Pagos de grandes sumas por servicios no especificados o préstamos a consultores, empleados o empleados del gobierno.

· Comisiones de ventas u honorarios a agentes, que parezcan excesivos en relación con los que abona normalmente la entidad.

· Compras a precios significativamente superiores o inferiores al precio de mercado.

· Pagos por grandes sumas en efectivo, compras en forma de cheques pagaderos al portador o transferencias a cuentas bancarias numeradas.

· Operaciones inusuales con empresas registradas en el exterior.

· Existencia de un sistema o parte de un sistema contable que no proporcione un seguimiento de auditoria o pruebas suficientes.

· Operaciones no autorizadas o indebidamente registradas.

- Actividades incongruentes con el negocio del cliente y actividades anormales 

· Cambios de modalidad, súbitos o irregulares, en el tipo de operaciones realizadas.

· Solicitud para realizar en nombre del cliente operaciones financieras de cualquier índole sin que haya una causa justificada.

· Clientes que brindan como garantía de sus operaciones activos establecidos en centros off – shore.

· Clientes que devuelven, anticipadamente, grandes préstamos.

· Los clientes que vivan claramente por encima de los medios que les daría sus ingresos normales.

· Los clientes cuyas utilidades resulten muy diferentes a los de otros de idéntico rubro o actividad.

· Los clientes que realicen frecuentemente operaciones con el extranjero sin justificación alguna.

- Intentos de evasión de los requisitos de notificación

· El potencial cliente que se muestra reacio a facilitar la información necesaria para verificar su identidad y actividad, o el que suspende una tarea en cuanto se le dice que deberá presentar dicha información.

· El potencial cliente que coacciona o pretende coaccionar para no presentar información necesaria para su correcta identificación.

· Las empresas que, como potenciales clientes, se muestran reacias a facilitar información completa acerca del negocio al que se dedican, sus anteriores relaciones bancarias, los nombres de sus apoderados o directores, su domicilio social o a proporcionar estados financieros.

Las operaciones anteriores, entre otras, merecen  la mayor atención. Sin embargo, el que una operación figure en esta lista no quiere decir que represente que una actividad sea sospechosa u ilícita. Lo único que significa es que debe examinarse con más detenimiento y que como tal amerita su monitoreo. Muchas de estas operaciones sólo son sospechosas en tanto se aparten del comportamiento normal del cliente, pero - si se estudiaran con detenimiento - pueden llegar a corresponder al funcionamiento lícito del comercio. Asimismo, habrá operaciones que no figuren en esta lista que también puedan ser sospechosas si se apartan de la actividad normal del cliente.
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